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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOYACÁ 
SALA DE DECISIÓN No. 4
MAGISTRADA PONENTE: MARTHA ISABEL PIÑEROS RIVERA

6
Demandante: Juan José Suárez Otálora     
Demandado: Elder Acuña Sánchez   

Expedientes: 15001-23-33-000-2020-00006-00


         15001-23-33-000-2020-00017-00
Nulidad electoral 



Tunja, veintisiete (27) de abril de dos mil veintiuno (2021)
Radicación: 15001-23-33-000-2020-00006-00 y 15001-23-33-000-2020-00017-00 (procesos acumulados)
Demandante: Juan José Suárez Otálora (alcalde del Municipio de San José de Pare)
Demandado: Elder Acuña Sánchez

Medio de control: Nulidad electoral

	
	


Tema: Sentencia de única instancia. Se niegan pretensiones porque la parte actora no demostró los supuestos de hecho y de derecho que daban lugar a la configuración de las causales de nulidad electoral previstas en los numerales 1 (violencia sobre el elector) y 3 (documentos electorales alterados para modificar la intención del voto) del artículo 275 de la Ley 1437 de 2011.  
La Sala procede a dictar sentencia de única instancia, dentro del medio de control de nulidad electoral previsto en el artículo 139 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, instaurado por el señor Juan José Suárez Otálora en contra de la elección del señor Elder Acuña Sánchez como alcalde del Municipio de San José de Pare, para el periodo 2020-2023. Las pretensiones de las demandas acumuladas serán negadas. 
I. ANTECEDENTES
1. El presente asunto se integra por dos procesos que fueron acumulados, cuyas demandas se presentaron de la siguiente manera: 

LA DEMANDA
 

Pretensiones 

2. Dentro de los expedientes acumulados No.15001-23-33-000-2020-00006-00 y No. 15001-23-33-000-2020-00017-00, fueron planteadas idénticas pretensiones, en el siguiente tenor:
“Primera: Que se declare la nulidad del acto administrativo que declaró la elección como alcalde del Municipio de San José de Pare del Departamento de Boyacá para el periodo comprendido del 1° de enero de 2020 al 31 de diciembre de 2023, al señor ELDER ACUÑA SÁNCHEZ identificado con cédula de ciudadanía número 79.576.204, declaratoria contenida en el acta de escrutinios municipal (E-26 ALC) de fecha 29 de octubre de 2019, avalado por el partido o movimiento político Coalición Sabemos Hacerlo Bien por San José de Pare.

Segunda: Que se cancele la credencial expedida por la Comisión Escrutadora Departamental (Delegados del Consejo Nacional Electoral) formato E-28, de fecha 6 de noviembre de 2019, mediante la cual se declaró como alcalde por el Municipio de San José de Pare (Boyacá) para el periodo 2020 al 2023 por el partido o movimiento político Coalición Sabemos Hacerlo Bien Por San José de Pare, al señor ELDER ACUÑA SÁNCHEZ identificado con cédula de ciudadanía número 79.576.204.
Tercera: Que en aplicación de lo previsto en el numeral 2 del artículo 288 del CPACA y como consecuencia de lo anterior, se declare que el cargo de alcalde deberá ser ocupado por el candidato que le sigue en votación y obtendría la mayoría de votos para ostentar esa curul”. 

Hechos comunes a los procesos acumulados

3. Los hechos planteados en las demandas y que son comunes a los procesos acumulados, son en síntesis los siguientes: 

4. Indicó que el pasado 27 de octubre de 2019, se llevaron a cabo en el territorio nacional las elecciones para elegir las autoridades locales para el periodo 2020-2023, oportunidad en la que se inscribió y participó como candidato el señor Elder Acuña Sánchez a la alcaldía del Municipio de San José de Pare para el periodo 2020-2023. 
Hechos que sustentan el proceso 15001-23-33-000-2020-00006-00

5. Adujo que los resultados obtenidos en el escrutinio municipal de San José de Pare fueron de 1915 votos para el candidato Elder Acuña Sánchez y de 1911 votos para Juan José Suárez Otálora, razón por la cual mediante acta parcial de escrutinio municipal E-26 ALC de fecha 29 de octubre de 2019, fue declarado como alcalde electo el señor Elder Acuña Sánchez por el partido Coalición Sabemos Hacerlo Bien por San José de Pare. 
6. Señaló que el 27 de junio de 2019, el alcalde del Municipio de San José de Pare, mediante Resolución No. 188, dio apertura a un proceso de licitación pública, cuyo objeto era el de realizar la construcción y mejoramiento de vivienda rural y urbana en el municipio, proceso que fue adjudicado al proponente CALING LTDA, el cual tenía un presupuesto de $1.000.079.667. 

7. Refirió que los mejoramientos de vivienda fueron ejecutados durante el periodo preelectoral, esto es, en los meses de julio, agosto, septiembre y octubre de 2019. 
8. Manifestó que contrató al investigador forense Carlos Alberto Lugo perteneciente a la agencia de investigación privada “Contadores Judiciales SAS”, el cual realizó 10 entrevistas a ciudadanos habilitados para votar en el Municipio de San José de Pare, las cuales practicó los días 13 y 14 de noviembre de 2019. Los entrevistados manifestaron que el señor alcalde de San José de Pare, señor Pedro Adolfo Barrera Abaunza, les comprometía, condicionaba y conminaba a votar por el entonces candidato Elder Acuña Sánchez, a cambio de beneficios como entrega de materiales de construcción, prestamos de maquinaria, mejoramiento de vivienda y ofrecimiento de puestos de trabajo. 
9. Indicó que el señor Ader Alonso Menjura Naranjo era el encargado de realizar las labores de campo, estableciendo los posibles beneficiarios para el mejoramiento de vivienda, a quienes comprometía a votar por el candidato Elder Acuña Sánchez, en las mismas condiciones que lo hacía el entonces alcalde municipal Pedro Adolfo Barreto Abaunza. 

10. Sostuvo que el señor Elder Acuña Sánchez (candidato a la alcaldía) por la conducta desplegada en asocio con el alcalde de San José de Pare Pedro Adolfo Barreto Abaunza y el señor Ader Alonso Menjura Naranjo, está incurso en la causal de anulación electoral prevista en el numeral primero del artículo 275 de la Ley 1437 de 2011, esto es, “que se haya ejercido cualquier tipo de violencia sobre los nominadores, electores o autoridades electorales”.  
Hechos que sustentan el proceso 15001-23-33-000-2020-00017-00

11. Señaló que el 27 de octubre de 2019, los jurados de votación que ejercieron funciones en el puesto de votación de San José de Pare, contabilizaron como nulos unos votos donde los ciudadanos manifestaron claramente la intención de votar a favor del candidato Juan José Suárez Otálora. 
12. Indicó que los jurados de votación colocaron en algunas tarjetas electorales sobre el recuadro asignado al candidato Juan José Suárez Otálora, un adhesivo que hacía imposible ver si dichas tarjetas electorales habían sido marcadas con intención de voto a favor de dicho candidato. 
13. Adujo que dentro del proceso electoral, en la mesa de votación, todos los ciudadanos reciben tarjetas electorales para Gobernación, Asamblea, Alcaldía y Concejos municipales, los cuales debían coincidir con el número reflejado en los formularos E-26, lo cual no ocurrió en el presente caso, donde para la alcaldía aparecían 5 votos más que para la Gobernación y la Asamblea. 

14. Refirió que revisados los votos no marcados suman 35 y los votos nulos 25, para un total de 60 votos, que al revisarlos nuevamente se evidenció que existían varios votos contabilizados como nulos para el candidato Juan José Suárez Otálora, los cuales jurídicamente eran válidos y marcarían la diferencia suficiente para que dicho candidato hubiera sido el alcalde electo. 

15. Manifestó que debido a la omisión de los jurados de votación respecto a la validez de los votos, fueron anulados tarjetones donde con claridad se observa la intención de voto del elector, pero que por un rayón no intencional, fue suficiente para la anulación del mismo.

16. Refirió que los resultados obtenidos en el escrutinio municipal arrojaron 1915 votos para el candidato Elder Acuña Sánchez y 1911 para el candidato Juan José Suárez Otálora, es decir, que existió una diferencia de 4 votos, la cual fue producto de contabilizar como nulos varios votos que mostraban la intención clara de votar a favor de Juan José Suárez Otálora.  
Normas violadas y concepto de la violación

Proceso 15001-23-33-000-2020-00006-00
17. Conforme al contenido de la demanda, se invocó como causal de anulación de la elección del señor Elder Acuña Sánchez como alcalde del Municipio de San José de Pare para el periodo 2020-2023, la prevista en el numeral 1° del artículo 275 de la Ley 1437 de 2011, que indica:

“Artículo 275. Causales de anulación electoral. Los actos de elección o de nombramiento son nulos en los eventos previstos en el artículo 137 de este Código y, además, cuando:

1. Se haya ejercido cualquier tipo de violencia sobre los nominadores, electores o las autoridades electorales.

(..)”. 

18. Al sustentar el concepto de la violación el demandante adujo que el candidato Elder Acuña Sánchez obtuvo algunos votos fruto de maniobras fraudulentas de una organización que integraba el entonces alcalde Pedro Alfonso Barreto Abaunza y el señor Ader Alonso Menjura Naranjo, quienes ofrecían ayudas a los electores con recursos estatales, consistentes en préstamos de maquinaria, ofrecimiento de empleos y mejoramiento de vivienda, a cambio de que votaran por el candidato Elder Acuña Sánchez, alterando de esta manera la libertad de los ciudadanos de escoger por quién votar. 

19. Señaló que parte de los recursos utilizados en la campaña a la alcaldía por el señor Elder Acuña Sánchez, son recursos públicos del municipio, ello al realizarse ofrecimientos de préstamo de maquinaria, construcción y mejoramiento de vivienda, con el fin de lograr que el elector cambie o direccione su intención de voto en favor de un candidato, lo cual constituye un desequilibro al momento de obtener los resultados electorales.   
Coadyuvancia a favor de la parte demandante

20. La señora Astrid Johana Beltrán Martínez presentó solicitud de Coadyuvancia de la demanda, la cual fue aceptada mediante proveído del 3 de noviembre de 2020, quien reiteró todos y cada uno de los argumentos expuestos en la demanda. 
Proceso 15001-23-33-000-2020-00017-00

21. Conforme al contenido de la demanda, se invocó como causal de anulación de la elección del señor Elder Acuña Sánchez como alcalde del Municipio de San José de Pare para el periodo 2020-2023, la prevista en el numeral 3° del artículo 275 de la Ley 1437 de 2011, que indica:

“Artículo 275. Causales de anulación electoral. Los actos de elección o de nombramiento son nulos en los eventos previstos en el artículo 137 de este Código y, además, cuando:
(..)
3. Los documentos electorales contengan datos contrarios a la verdad o hayan sido alterados con el propósito de modificar los resultados electorales.

(..)”.
22. La parte demandante señaló que la mencionada causal de anulación se configuraba en el presente caso, por cuanto los jurados y la comisión escrutadora municipal variaron la intención del voto de los electores en el Municipio de San José de Pare, al contabilizar como nulos votos en los que se evidenciaba la intención de votar por el candidato Juan José Suárez Otálora, cuando lo cierto es que dichos tarjetones cumplían con las exigencias legales para haberse tenido como válidos, de tal forma que el formato electoral E-26 consolidaba un indebido conteo de los votos efectivamente materializados por el electorado. 
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
Proceso 15001-23-33-000-2020-00006-00

Registraduría Nacional del Estado Civil
 

23. La Registraduría Nacional del Estado Civil, a través de su Delegado Departamental, contestó la demanda y se opuso a la prosperidad de las pretensiones. Propuso la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva, con fundamento en que los hechos de la demanda no tenían relación con facultades o funciones que la Constitución o la ley le hubieran asignado, por cuanto la entidad no tuvo injerencia alguna, siendo una relación jurídica únicamente entre el demandante, demandado y el Consejo Nacional Electoral, éste último por ser el competente para adelantar los procesos de aceptación, revocatoria y modificación de inscripción de candidatos.  
Elder Acuña Sánchez

24. El señor Elder Acuña Sánchez, a través de apoderado judicial, contestó la demanda de nulidad electoral y se opuso a las pretensiones de la misma, para lo cual expuso lo siguiente:
25. Indicó que de la lectura de los argumentos de la demanda y de la orfandad probatoria de la misma se podía establecer que los resultados electorales del 27 de octubre de 2019 obtenidos en el Municipio de San José de Pare fueron transparentes y representativos de la voluntad popular y espontánea del ciudadano; ello por cuanto sostuvo que no existía una relación de hechos ni medios probatorios que sustentaran las afirmaciones realizadas por el demandante para soportar la causal de nulidad, de tal forma que no se evidenciaba ningún tipo de violencia o coacción sobre los electores, así como tampoco ninguna actividad ilícita que tuviera por objeto financiar fines antidemocráticos.  

Proceso 15001-23-33-000-2020-00017-00

Registraduría Nacional del Estado Civil
 

26. La Registraduría Nacional del Estado Civil reiteró los mismos argumentos expuestos en la contestación de la demanda del proceso 15001-23-33-000-2020-00006-00. 

Elder Acuña Sánchez

27. El señor Elder Acuña Sánchez, a través de apoderado judicial, contestó la demanda de nulidad electoral y se opuso a las pretensiones de la misma, para lo cual expuso lo siguiente:

28. Señaló que las elecciones desarrolladas el 27 de octubre de 2019 en el Municipio de San José de Pare se cumplieron conforme a los preceptos constitucionales y lo reglado por Código Electoral, ya que no existía ninguna prueba que evidenciara fraude o alteración del resultado electoral por parte de los jurados de votación o miembros de la comisión escrutadora del municipio. 
29. Sostuvo que ninguno de los testigos electorales recomendados por la campaña electoral de Juan José Suárez Otálora y designados por la Registraduría Municipal de San José de Pare hicieron reclamaciones en su momento sobre anomalías presentadas en la elección del alcalde, lo cual brindaba certeza de la transparencia electoral.  
ACUMULACIÓN DE PROCESOS
30. Mediante auto del 21 de febrero de 2020 se ordenó la acumulación de los procesos de nulidad electoral No. 15001-23-33-000-2020-00006-00 y No. 15001-233-33-000-2020-00017-00 (Fls. 275-276). 
31. Mediante de providencia del 15 de julio de 2020, en aplicación del Decreto Legislativo 806 de 4 de junio de 2020, se dispuso resolver por escrito la excepción previa de falta de legitimación en la causa por pasiva propuesta por la Registraduría Nacional del Estado Civil (Fls. 316-320), la cual fue negada e impugnada por dicha entidad a través del recurso de apelación (Fls. 335-336). 
32. Con auto del 4 de agosto de 2020 se ordenó surtir el trámite del recurso de súplica, por tratarse de un asunto de única instancia. Mediante proveído del 26 de agosto de 2020, el Magistrado Félix Alberto Rodríguez Riveros se declaró impedido para conocer del recurso de súplica, el cual fue aceptado el 23 de septiembre siguiente por la respectiva sala de decisión para la época. 
33. Mediante auto del 20 de octubre de 2020, la Sala de Decisión Dual decidió confirmar la providencia suplicada del 15 de julio de 2020, proferida por el Despacho No. 6 de esta Corporación que negó la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva propuesta por la Registraduría Nacional del Estado Civil. Posteriormente, a través del auto de 3 de noviembre de 2020, en aplicación del Decreto 806 de 2020, se dispuso incorporar las pruebas allegadas por las partes, así como aceptar la coadyuvancia presentada a la demanda en el proceso 2020-00006-00. 
34. A través de providencia del 17 de noviembre de 2020 se negó la solicitud probatoria de la parte demandante. Finalmente, mediante auto del 26 de noviembre de 2020, se dispuso correr traslado a las partes para presentar por escrito los alegatos de conclusión. 
ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

Parte demandante  
35. El señor Juan José Suárez Otálora, a través de apoderado judicial, presentó alegatos de conclusión, en los siguientes términos:
36. Señaló que se debía declarar la nulidad del acto administrativo que declaró la elección del señor Elder Acuña Sánchez como alcalde del Municipio de San José de Pare, por cuanto, de acuerdo con las pruebas allegadas al proceso, quedó demostrado que se ejerció violencia sobre los electores a través del señor Pedro Adolfo Barreto Abaunza, quien fungía como alcalde del municipio para la época de la elección. 
37. Refirió que la violencia frente a los electores se materializó a través del contrato No. 004 del 17 de mayo de 2020, cuyo objeto era el mejoramiento de vivienda rural y urbana del municipio. Sostuvo que en desarrollo de dicho contrato, el contratista Henry Orlando Buitrago Ortega en coordinación con el alcalde Pedro Adolfo Barreto Abaunza ejercieron violencia psicológica consistente en la necesidad de votar por el candidato Elder Acuña Sánchez, como condición para ser favorecido con el plan de mejoramiento de vivienda. 
38. Como prueba de lo anterior, señaló que obra como prueba el informe rendido por el investigador forense Carlos Alberto Lugo, el cual practicó 10 entrevistas de ciudadanos que votaron en el Municipio de San José de Pare, en las que se evidenció el condicionamiento del mejoramiento de vivienda rural y urbana para quienes votaran para alcalde municipal por Pedro Adolfo Barreto Abaunza. 
39. Indicó que en el expediente existían pruebas suficientes para llegar al convencimiento que la elección del demandado fue lograda mediante presión psicológica indebida a los habitantes más pobres del municipio, por cuanto si no comprometían su voto a favor del candidato Elder Acuña Sánchez, no serían beneficiarios de las mejoras de vivienda que adelantaba el municipio.    
Parte demandada / Elder Acuña Sánchez 

40. El señor Elder Acuña Sánchez solicitó negar las pretensiones de la demanda dentro de los procesos acumulados, para lo cual argumentó lo siguiente: 

Proceso 15001-23-33-000-2020-00006-00

41. El demandado señaló que el informe de investigación judicial, las entrevistas y la copia de un CD que contenía el audio de tales entrevistas realizadas por el investigador Carlos Alberto Lugo, con las cuales la parte demandante pretendía acreditar la existencia de la violencia ejercida sobre los electores, eran simples documentos sin identidad probatoria que impedían de contera su valoración. Esto, por cuanto no fueron decretadas ni recepcionadas por autoridad con capacidad legal para hacerlo, es decir, el juez natural no tuvo la oportunidad de participar en la formación de estos elementos, concretamente en la recepción de las versiones que se pretendían hacer valer como testimonios.
42. Adujo que no existía dentro del plenario pruebas o manifestaciones concretas y reales sobre la presunta violencia al elector, pues las versiones recaudadas eran ambiguas y abstractas. 

43. Respecto a dichas entrevistas, el demandado alegó que el recaudo de las versiones “fueron recepcionados en un solo lugar, pues no se puede creer que en el poco tiempo de recepción a recepción se hubiera trasladado el investigador a los lugares de residencia de cada uno de ellos, por su distancia imposible, lo que conlleva a deducir que ni fueron aleatorias las personas escogidas ni tampoco sus testimonios creíbles, no existe constancia de citación para sus respectivas declaraciones. Casi que coinciden las horas de recibidos y como se dijo no se sabe si fueron recibidas a las a.m o p.m, lo que pone en duda la circunstancia de tiempo y lugar, pero aún más, en su estructuración tales versiones deben ser firmadas por quienes intervienen acto seguido de su terminación y no en hoja aparte, perdiendo la veracidad de los mismas, por cuanto pudieron ser objeto de alteración en su contenido”.

44. Señaló que las conclusiones del informe investigativo eran ambiguas, abstractas y generales y no conllevaban a probar cualitativamente que el constreñimiento al elector se haya podido cometer. No se tiene certeza de que los ofrecimientos se hubieran hecho, todas las versiones coinciden en que se les solicitaba votar por el señor Elder Acuña Sánchez a cambio de entrega de materiales, mejoramiento de vivienda, cargos públicos u otras dádivas, -hechos estos no corroborados ni probados -, pero en ninguna de ellas fueron categóricos en manifestar que su voto fue por el candidato Elder Acuña inducidos por estas promesas. Por el contrario, demostraron, según su decir, el desinterés de votar por el señor Elder Acuña. Lo que indicaba que si ejercieron el derecho al voto no lo ejercieron por él.
45. Puso de presente que, de acuerdo con la jurisprudencia de la Sección Quinta del Consejo de Estado, para que se configure la causal alegada de constreñimiento o violencia psicológica al elector, exige demostrar que efectivamente los constreñidos ejercieron el voto en determinadas zonas, puesto y mesas; los actores no probaron que los 10 electores ejercieron el derecho al sufragio el 27 de octubre de 2019, cuyo medio idóneo es el registro electoral, ni en qué zona, puesto o mesa lo depositaron. Tampoco se acreditó que los entrevistados depositaron su voto por el señor Elder Acuña Sánchez, como producto de promesa o entrega de dádivas y, de esta forma acreditar que con ese voto se alteraron los resultados electorales.   

Proceso 15001-23-33-000-2020-00017-00

46. El demandado sostuvo que las afirmaciones del demandante eran generalizadas, abstractas, huérfanas de material probatorio, y que de ellas no se podía deducir transgresión de las leyes electorales que daban origen a la nulidad electoral por él invocada, ya que no indicaba cuales fueron los protocolos establecidos en la ley que no se cumplieron, no señaló en qué mesa o mesas se contabilizaron como nulos los votos, desconociendo la normatividad electoral y mucho menos demostró que esos votos tenían la intención de elegir al señor Juan José Suárez Otálora.
47. Adujo que en el proceso electoral llevado a cabo el 27 de octubre de 2019, los testigos electorales, incluidos los del candidato Juan José Suárez Otálora, no hicieron observaciones en la principal etapa del proceso electoral, esto es en el proceso de conteo, verificación y calificación de los votos por candidato, cuyo proceso conllevaba la consolidación y formación del Formulario E-14 en cada mesa de votación, es decir cuando los jurados de votación una vez terminada la jornada electoral iniciaron ese proceso, no se evidenció esta circunstancia de  aclaración o indicación de observaciones por parte de los testigos electorales.
48. Señaló que las fotografías allegadas al proceso por la parte demandante, allegadas con la impugnación presentada ante la Comisión Escrutadora Municipal, no pueden ser valoradas, en la medida en que se desconocen las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que fueron tomadas. 

49. Anotó que, contrario a lo sostenido por el demandante, los puntos o rayones no intencionales en el tarjetón sí era motivo para declarar nulo un voto, ya que el tarjetón donde se refleja la intención del elector debía ser puro y transparente, sin lugar a equívocos sobre el deseo del elector. Tampoco se probó que de los 35 votos no marcados y de los 25 votos nulos, se estableciera que alguno o algunos de los votos nulos tenían la intención de voto para Juan José Suárez Otálora, tampoco se indicó cuántos y en qué mesa se presentaron esas irregularidades.

50. Manifestó que dentro del proceso las actas expedidas por las comisiones escrutadoras no eran objeto de tacha o falsedad, para cuestionar la legalidad de la elección, pues el demandante no solamente debía estructurar el cargo en torno a la norma violada, sino que estaba obligado a indicar con precisión las irregularidades en los registros electorales o en las actas de escrutinio. Por el contrario, sostuvo que de los documentos puestos a consideración por parte del demandante, revelaban la realidad electoral desarrollada el 27 de octubre de 2019 y, más concretamente sobre la elección de alcalde del Municipio de San José de Pare.
Registraduría Nacional del Estado Civil
51. La Registraduría Nacional del Estado Civil alegó que, si bien la intervenía como operador técnico y logístico de los comicios, no podía ser vinculada al proceso como parte demandada, como quiera que la parte actora fundamentó su inconformidad en las presuntas diferencias injustificadas entre los resultados que registran los E 14, los E 24, y por consiguiente E 26 hechos ajenos a las funciones de la entidad.
52. Señaló que los hechos que enunciaba el accionante no tenían relación con sus competencias, pues la Comisión Escrutadora Municipal es la máxima autoridad en los escrutinios y fue quien declaró la elección de Alcalde del Municipio de San José de Pare -Boyacá; también es el órgano competente para aceptar o rechazar por improcedentes las reclamaciones que presenten los testigos electorales, apoderados o los mismos candidatos. 
II. CONSIDERACIONES 

COMPETENCIA 
53. De conformidad con lo establecido en el numeral 9° del artículo 151 del CPACA
, esta Sala es competente para conocer en única instancia de los procesos acumulados de la referencia, toda vez que la demanda ataca la legalidad del acto a través del cual se eligió al señor Elder Acuña Sánchez, como alcalde del Municipio de San José de Pare, para el periodo 2020-2023.
54. Así entonces, se advierte que según la información oficial del DANE para el año 2019 (fecha de presentación inicial de las demandas en los juzgados administrativos), la población del Municipio de San José de Pare-Boyacá, era de 3.879 habitantes, circunstancia que le atribuye competencia a esta Corporación en única instancia.    

ASUNTO QUE LA SALA DEBE RESOLVER
55. Corresponde a la Sala determinar si procede declarar la nulidad del acto administrativo contenido en el acta parcial de escrutinios municipal alcalde E-26 ALC del 29 de octubre de 2019, que declaró la elección del señor Elder Acuña Sánchez como alcalde del Municipio de San José de Pare-Boyacá, para el periodo 2020-2023, por encontrarse incurso en las causales de nulidad contenidas en los numerales 1° y 3º del artículo 275 del CPACA, a cuyo tenor se lee:

“Causales de anulación electoral. Los actos de elección o de nombramiento son nulos en los eventos previstos en el artículo 137 de este Código y, además, cuando:
1.- Se haya ejercido cualquier tipo de violencia sobre los nominadores, los electores o las autoridades electorales.

(..)

3.- Los documentos electorales contengan datos contrarios a la verdad o hayan sido alterados con el propósito de modificar los resultados electorales”. 
56. Para el efecto, se deberá establecer si en el presente asunto se encuentran configurados los presupuestos fijados por la jurisprudencia del Consejo de Estado, a efectos de estructurar las causales de anulación en cabeza del señor Elder Acuña Sánchez para ser elegido alcalde, previstas en los numerales 1° y 3º del artículo 275 de la Ley 1437 de 2011.
ANÁLISIS Y DECISIÓN DE LA SALA 

Proceso 15001-23-33-000-2020-00006-00

57. La Sala negará las pretensiones de la demanda de nulidad del acto administrativo contenido en el acta parcial de escrutinios municipal alcalde E-26 ALC del 29 de octubre de 2019, que declaró la elección del señor Elder Acuña Sánchez como Alcalde del Municipio de San José de Pare-Boyacá, para el periodo 2020-2023, por cuanto no se satisfacen los presupuestos previstos por el Consejo de Estado para la configuración de la causal de anulación prevista en el numeral 1° del artículo 275 de la Ley 1437 de 2011.  

58. La parte demandante alegó que el señor Elder Acuña Sánchez obtuvo votos para la alcaldía del Municipio de San José de Pare como resultado de maniobras fraudulentas donde se ofrecieron ayudas (dádivas) a los electores para cambiar su intención de voto.

59.- Sobre el particular, es de anotar que, mediante sentencia del 16 de mayo de 2019, el Consejo de Estado señaló que el estudio de los actos de corrupción que afectaran la libertad del voto de los electores debía abordarse desde una perspectiva subjetiva, escenario en el cual para que una elección fuera declarada nula por corrupción debía estar plenamente acreditado que i) el candidato directa o indirectamente afectó la pureza y libertad del voto de los electores y, ii) la comisión o autorización de actos corruptos por parte del demandando, estaban dirigidos a obtener un beneficio en las urnas, es decir para que el elector cambiara o direccionara su intención de voto.
60. Tales presupuestos no fueron acreditados en el presente asunto, pues la parte demandante, para soportar sus afirmaciones, sólo allegó el informe suscrito por una firma investigadora privada en el que se hizo referencia a las versiones de diez personas, sin que de las mismas se haya podido establecer que efectivamente votaron y que el demandado Elder Acuña Sánchez, a través de maniobras fraudulentas o corruptas (entrega de dádivas), afectó la pureza y libertad del voto de los electores, dirigidos a obtener un beneficio en los comisión electorales celebrados el 27 de octubre de 2019 para la alcaldía del Municipio de San José de Pare.
Proceso 15001-23-33-000-2020-00017-00

61. La Sala también negará las pretensiones de la demanda de nulidad del acto administrativo contenido en el acta parcial de escrutinios municipal alcalde E-26 ALC del 29 de octubre de 2019, que declaró la elección del señor Elder Acuña Sánchez como Alcalde del Municipio de San José de Pare-Boyacá, para el periodo 2020-2023, por cuanto no se cumplen los presupuestos previstos por el Consejo de Estado para la configuración de la causal de anulación prevista en el numeral 3° del artículo 275 de la Ley 1437 de 2011, cuando se alega la existencia de votos nulos irregularmente contabilizados, particularmente el referido a que cuantitativamente los votos declarados nulos hubieran sido significativos para modificar el resultado electoral.
62. Se indicará que, pese a que la carga de la prueba recae en la parte demandante, ésta únicamente allegó como prueba la fotocopia de tres (3) tarjetones que presuntamente fueron declarados nulos en detrimento del candidato Juan José Suárez Otálora, los cuales, y aceptando en gracia de discusión que eso ocurrió -porque no se demostró en el proceso que efectivamente hubiera acontecido-, en todo caso de sumarse tales votos al candidato perdedor (Juan José Suárez Otálora), el resultado electoral no cambiaría; en efecto, sumando los tres (3) votos al candidato Juan José Suárez Otálora, alcanzaría 1914 votos, en tanto el candidato declarado alcalde obtuvo una votación de 1915.
MARCO JURÍDICO Y CONCEPTUAL DE LAS CAUSALES DE ANULACIÓN INVOCADAS
Causal de anulación prevista en el numeral 1° del artículo 275 de la Ley 1437 de 2011: “Los actos de elección o de nombramiento son nulos en los eventos previstos en el artículo 137 de este Código y, además, cuando: Se haya ejercido cualquier tipo de violencia sobre los nominadores o las autoridades electorales”
63. Conforme con lo señalado en la demanda, la causal de anulación que se discute dentro del proceso acumulado 2020-00006-00, corresponde a la prevista en el numeral 1° del artículo 275 de la Ley 1437 de 2011, que contempla la violencia como causal de nulidad del acto electoral. A este respecto, ha de señalarse que la jurisprudencia de la Sección Quinta del Consejo de Estado ha entendido por violencia como:

“(…) el hecho de un tercero que irrumpe a través de la fuerza, bien sea física o psicológica, en la integridad y en el orden natural del proceso eleccionario, atacando directamente a las personas o a las cosas que hacen parte de él (…).

Cualquiera que sea el caso, es dicho fenómeno, entonces, una causa exógena que altera la corrección formal que se debe predicar de un acontecimiento tan significativo como lo es la elección (...)
”. (Destacado por la Sala)   
64. En esa medida, la violencia como causal de anulación electoral prevista en el numeral primero del artículo 275 de la Ley 1437 de 2011, comprende no sólo la violencia física, sino también las psicológicas, el constreñimiento, la coacción o cualquier tipo de situación que anule su libertad de escoger libremente la opción para ejercer el derecho al voto, lo cual incluye el otorgamiento de dádivas considerado por el derecho penal como delito de corrupción al sufragante
. 
65. Frente a esta última forma de violencia, esto es, la corrupción al sufragante, a partir de la sentencia de la Sección Quinta del Consejo de Estado del 16 de mayo de 2019, dentro del expediente No. 11001-03-28-000-2018-00084-00, fue consagrada jurisprudencialmente como una causal autónoma de nulidad electoral. Ello, por cuanto, antes de dicha sentencia, el análisis de los actos de corrupción en el proceso electoral se encuadraban dentro de la causal 1ª del artículo 275 de la Ley 1437 de 2011, que establece como una causal específica de nulidad electoral el haber “ejercido cualquier tipo de violencia sobre los nominadores, los electores o las autoridades electorales”.
66. De manera específica, para la configuración de la violencia contra el elector, en sentencia del 21 de enero de 2016
, se señaló que para la prosperidad de dicha causal debía demostrarse:

i) Las circunstancias de tiempo, modo y lugar que permitan demostrar que existió la violencia alegada, lo cual además del factor objetivo que incluye que los constreñidos ejercieron el voto en determinadas zonas, puestos y mesas, tiene un factor subjetivo, es decir, que dicho voto se dio como consecuencia de las dádivas ofrecidas y/o recibidas;

ii) Que, en caso de violencia sicológica, las dádivas fueron otorgadas por los demandados con el propósito señalado por el demandante, es decir, para constreñir la voluntad del elector;

iii) Cuántos ciudadanos votaron en razón de haber recibido un pago o una promesa de dádiva; y

iv) Que el fraude de esos votantes tuvo la potencialidad de modificar el resultado electoral.

67. No obstante, a partir de la expedición de la referida sentencia del 16 de mayo de 2019, la Sección Quinta del Consejo de Estado concluyó que el estudio de los actos de corrupción que afectaban la libertad del elector de manera positiva o negativa, no debía abordarse de forma objetiva, sino desde la perspectiva subjetiva y de violación de normas superiores. Tal modificación jurisprudencial tiene como consecuencia fundamental el que ya no se requiera demostrar los elementos antes referidos, sino acreditar que la conducta de un candidato ha afectado deliberadamente la pureza del voto a través de prácticas corruptas, lo cual se explica en los siguientes términos:
“(…) la conducta de un candidato que deliberadamente afecte la pureza del voto y que a través de prácticas corruptas obtenga un resultado favorable en las urnas, vulnera las normas de rango superior en que el acto electoral debe fundarse.

Tal es la relevancia de estas conductas, que recientemente el legislador introdujo una reforma al Código Penal con el fin de proteger los mecanismos electorales en el país a través de la modificación de algunas conductas típicas, sus penas y la incorporación de otras, en la Ley 1864 de 2017. 

Por lo tanto, las prácticas corruptas y antidemocráticas de candidatos que busquen coartar por cualquier medio la libertad de los votantes para obtener beneficios en los resultados electorales, constituye un causal subjetiva de nulidad electoral para cuya prosperidad se debe demostrar que el candidato ejerció directa o indirectamente la actividad irregular o sabía de ella y con su anuencia se adelantó. 

Conforme lo expuesto, es claro que la causal de nulidad electoral endilgada y analizada en el caso concreto difiere de la causal de violencia tradicionalmente abordada por la Sala, toda vez que en este evento lo que se censura es la conducta de la demandada desde el punto de vista de la corrupción, por cuanto las prácticas corruptas que afecten la libertad del elector y la pureza que debe caracterizar el voto, atentan no sólo contra los principios democráticos del Estado Social de Derecho sino además, contra normas de rango constitucional (…)”. 

68. Conforme a lo anterior, tal como recientemente lo ha señalado la Sección Quinta del Consejo de Estado, lo que se pretende con la referida posición jurisprudencial es salvaguardar la pureza, libertad y legitimidad del voto, así como blindar los procesos electorales, con la finalidad de evitar que los candidatos se valgan de cualquier maniobra fraudulenta para obtener resultados favorables en las urnas. 
69. Así las cosas, a partir de la sentencia del 16 de mayo de 2019 se fijó la siguiente regla jurisprudencial respecto al estudio de maniobras corruptas que afectan la libertad del elector: 
“(…) Las prácticas corruptas adelantadas directa o indirectamente por candidatos a cargos de elección que afecten la pureza y libertad del voto de los electores, constituyen una causal de nulidad electoral independiente y diferente a la de violencia consagrada en el numeral 1 del artículo 275 de la Ley 1437 de 2011, por cuanto con ellas se desconocen los postulados y principios democráticos que deben regir el Estado Social de Derecho como el colombiano, concretamente desconoce los artículos 40 numeral 1 y 258 de la Constitución Política, normas de orden superior en que este tipo de actos deben fundarse.”  (Destacado por la Sala) 

70. En tal virtud y a partir de la aplicación de dicha regla jurisprudencial, en reciente sentencia del 24 de septiembre de 2020
, el Consejo de Estado precisó que: i) para que una elección sea declarada nula por corrupción debe estar plenamente acreditado que el candidato directa o indirectamente afectó la pureza y libertad del voto de los electores, ii) se requiere de una actividad probatoria importante y suficiente que demuestre la comisión o autorización de actos corruptos por parte del demandando, dirigidos a obtener un beneficio en las urnas y iii) una vez acreditados los elementos necesarios, sin importar el número de votos afectados habrá lugar a declarar la nulidad de la elección que corresponda.
Causal de anulación prevista en el numeral 3° del artículo 275 de la Ley 1437 de 2011: “Los actos de elección o de nombramiento son nulos en los eventos previstos en el artículo 137 de este Código y, además, cuando: Los documentos electorales que contengan datos contrarios a la verdad o hayan sido alterados con el propósito de modificar los resultados electorales”
71. De acuerdo con lo indicado en la demanda, la causal de anulación que se discute dentro del proceso acumulado 2020-00017-00, corresponde a la prevista en el numeral 3° del artículo 275 de la Ley 1437 de 2011, que señala que el acto de elección es nulo cuando “Los documentos electorales contengan datos contrarios a la verdad o hayan sido alterados con el propósito de modificar los resultados electorales”. 
72. Ha de precisarse que el Consejo de Estado, en punto a la mencionada causal, ha tenido la oportunidad de pronunciarse mediante sentencia de 29 de agosto de 2010
, en la que se explicó en qué situaciones se ve afectada la verdad electoral. Al respecto, se señaló que ello ocurre: “Cuando en los distintos documentos electorales se registran votos que (i) física o (ii) jurídicamente no existen, como cuando en tales documentos se inventan o se fabulan votos o cuando se computan éstos - los votos -, no obstante que se hallan relacionados en registros no válidos”. Más adelante se precisó que las irregularidades “provenientes de la falsedad o apocrificidad hacen relación a factores cuantitativos que afectan la verdad electoral, es decir, que las anomalías presentadas en los escrutinios tengan la facultad de cambiar los resultados electorales”. (Destacado por la Sala) 
73. De manera particular en lo que tiene que ver con la nulidad electoral por falsedad de documentos electorales derivada de la declaratoria de la existencia de votos nulos (cargo planteado en la demanda), el Consejo de Estado, mediante providencia del 3 de febrero de 2006, indicó lo siguiente:

“(…) Así, con fundamento en lo anterior, la nulidad del voto en las elecciones para cargos uninominales, como es el de alcalde municipal, se presenta cuando la indeterminación de la verdadera voluntad del elector obedece a que el sufragante marca en el tarjetón más de un candidato, circunstancia que lo vicia, entre otras razones, porque cada ciudadano sólo tiene derecho a un voto. No hay duda que el fenómeno que aquí denuncia la demandante puede ser constitutivo de nulidad electoral, puesto que vendría a erigirse en un elemento de falsedad o apocrificidad de las elecciones, al verse aumentada la votación de un candidato con unos votos carentes de valor, con claro desmedro de los demás aspirantes.

Sin embargo, la prosperidad de esta acusación se sujeta a la prueba de su ocurrencia, máxime cuando en el demandante recae la carga de la prueba, siendo de su resorte el deber de acreditar la magnitud de la votación nula que se presentó en la mesa, que ellos fueron computados al demandado y que cuantitativamente son significativos para modificar el resultado electoral, pues en aplicación del principio de la eficacia del voto, si el número de votos nulos indebidamente sumados al candidato vencedor no tiene la entidad suficiente para mutar el resultado electoral, debe conservarse la validez del acto acusado por encima de la ocurrencia del fenómeno, como quiera que la voluntad mayoritaria expresada en las urnas se impone sobre tal circunstancia (…)
”. (Destacado por la Sala) 

74. Puntualmente en lo que tiene que ver con el principio de la eficacia del voto, la jurisprudencia de la Sección Quinta del Consejo de Estado ha señalado que el hecho de que exista y se prueben irregularidades en el proceso electoral no conlleva per se la nulidad del acto de elección, toda vez que para que ello ocurra, además resulta necesario constatar el impacto de los votos irregularmente contabilizados en el resultado definitivo que dio al elegido el triunfo. En esa medida, mientras el resultado final no sea mutado o modificado a tal punto que se tenga certeza que había otro participante con mejor derecho, la declaratoria de la elección se mantendrá incólume. 
75.- Sobre el particular, mediante sentencia del 24 de noviembre de 2016, el Consejo de Estado justificó el principio de la eficacia del voto, en los siguientes términos:
“(…) Pues bien no ha de olvidarse que se encuentran en tensión varios derechos, unos de espectro mucho más amplio que deben ser protegidos, así pues el ejercicio de los derechos fundamentales políticos a elegir y ser elegido tiene su alter ego como ser político público en la voluntad popular, en la  democracia y en el mantenimiento de la institucionalidad del Estado en el que una de sus manifestaciones es propender por garantizar la evolución normal del desenvolvimiento del Estado, a través de los servidores designados por el conglomerado.

Es por ello, que con base en el principio de la eficacia del voto o del efecto útil de la norma, acreditadas las irregularidades, ha de pasarse a una última etapa dentro del iter del proceso electoral, para adentrarse en el análisis del impacto de esos votos espurios en el resultado definitivo que dio al elegido el triunfo, pues mientras aquel no sea mutado o modificado a tal punto que se tenga certeza que había otro participante con mejor derecho, la declaratoria de la elección se mantendrá incólume(…)
”. (Destacado por la Sala)
76. Precisamente en el artículo 287 de la Ley 1437 de 2011 se estableció, como presupuesto de la sentencia anulatoria del acto de elección popular, que: “Para garantizar el respeto de la voluntad legítima mayoritaria de los electores habrá lugar a declarar la nulidad de la elección por voto popular, cuando el juez establezca que las irregularidades en la votación o en los escrutinios son de tal incidencia que de practicarse nuevos escrutinios serían otros los elegidos.”
77. Así las cosas, frente a la nulidad electoral porque los documentos electorales contengan datos contrarios a la verdad, derivada de una eventual incorrecta declaratoria de la existencia de votos nulos, ha de precisarse que la prosperidad de esta causal de anulación se sujeta a la prueba de su ocurrencia. En tal escenario, corresponderá a la parte demandante demostrar: i) la cantidad de votos que fue declarada nula en el proceso de escrutinio, ii) que esos votos no fueron computados a favor de determinado candidato y iii) que cuantitativamente los votos nulos son significativos para modificar el resultado electoral. 

78. Con fundamento en los anteriores presupuestos, la Sala abordará el estudio de las causales de anulación alegadas en cada uno de los procesos acumulados.

Caso concreto 
Proceso acumulado 15001-23-33-000-2020-00006-00

79. La parte demandante y su coadyuvante pretenden que se declare la nulidad de la elección del señor Elder Acuña Sánchez como alcalde del Municipio de San José de Pare-Boyacá para el periodo 2020-2023. Alegaron como causal de anulación electoral la prevista en el numeral 1° de la Ley 1437 de 2011, por cuanto, según su dicho, obtuvo algunos votos debido a las maniobras fraudulentas realizadas por una organización integrada entre otros, por el alcalde saliente Pedro Alfonso Barreto Abaunza, quienes ofrecían ayudas (dádivas) a los electores con recursos estatales consistentes en préstamo de maquinaria, ofrecimiento de empleos y mejoramiento de vivienda urbana y rural, ello para que el elector cambiara o direccionara su intención de voto. 

80. A su turno, el demandado Elder Acuña Sánchez se opuso a la prosperidad de las pretensiones de la demanda por cuanto no fueron allegados elementos de prueba que evidenciaran violencia o coacción sobre los electores. Alegó que, conforme con la jurisprudencia de la Sección Quinta del Consejo de Estado, para que se configure la causal alegada de constreñimiento o violencia psicológica al elector, se exige demostrar que los constreñidos ejercieron el voto en determinadas zonas, puesto y mesas, lo que no ocurrió en el presente asunto, porque no se probó que los diez electores ejercieron el derecho al sufragio el 27 de octubre de 2019, cuyo medio idóneo es el registro electoral, ni en qué zona, puesto o mesa lo depositaron. Tampoco se acreditó que los entrevistados depositaron su voto por el señor Elder Acuña Sánchez como producto de promesa o entrega de dádivas y tampoco se acreditó que, con el voto a favor del demandado, se hubieran alterado los resultados electorales.
81. Precisadas las posiciones de las partes, la Sala encuentra que al proceso fueron allegados los siguientes elementos de prueba: 

81.1.- Copia del acta parcial del escrutinio municipal del Alcalde E-26-ALC del 29 de octubre de 2019, a través del cual se declaró la elección del señor Elder Acuña Sánchez como alcalde del Municipio de San José de Pare, para el periodo comprendido entre el 1 de enero de 2020 y el 31 de diciembre de 2023
.
81.2.- Copia del informe rendido por el investigador Carlos Alberto Lugo, contratado por la parte demandante, quien, luego de recibir varias entrevistas, concluyó lo siguiente
:
“-Los días 13 y 14 de noviembre de 2019, se realizaron 10 entrevistas a personas residentes y votantes en el Municipio de San José de Pare.
-Las 10 personas entrevistadas dicen que participaron votando el día 27 de octubre en el municipio de San José de Pare.

-Las 10 personas entrevistadas afirman que el señor Alcalde del Municipio de San José de Pare Boyacá Pedro Adolfo Barreto, les solicitó votar por el candidato Elder Acuña, a cambio de recibir beneficios para mejoramiento de vivienda y alquiler de la maquinaria agrícola que tiene el municipio. 

-Las personas entrevistadas afirman que conocen de algunos vecinos a los que se le hicieron mejoramientos de viviendas con la condición de votar por el candidato Elder Acuña.
-Una persona entrevistada afirma que vio al alcalde Pedro Adolfo Barreto y al candidato Elder Acuña reunidos en un establecimiento público, donde el alcalde le hacía la entrega de un paquete al candidato Elder Acuña.
- Una persona entrevistada afirma que grabó al alcalde cuando este le solicitaba que apoyara con el voto al candidato Elder Acuña. 

- En general las personas entrevistas reflejan su descontento afirmando que el señor Alcalde utilizó recursos del municipio para ayudar al candidato Elder Acuña”. 
81.3.- Copia de la entrevista realizada por el mismo investigador a los señores Ana Lucía Suárez Cárdenas
, José Adelmo Mendoza Mejía
, Juan Manuel Fajardo Mejía
, Carlos Arturo Guzmán
, María Janeth Pachón Saavedra
, José Samuel Quiroz Díaz
, Lorena Vela Forero
, Juan Carlos Rodríguez
, Ginna Lizeth Quiroz Díaz
 y Yeimmi Marcela Rubiano Mejía
. 
81.4.- Copia del contrato de obra pública No. MSJP-LP-No. 004-05/06/2019, celebrado entre el Municipio de San José de Pare (Boyacá), en cabeza del alcalde de la época Pedro Adolfo Barreto y la empresa CALING LTDA, suscrito el 5 de julio de 2019, con un plazo de ejecución de seis (6) meses, el cual tenía por objeto la “construcción de mejoramiento de vivienda rural y urbana en el Municipio de San José de Pare”
. 
82. Ahora bien, como quiera que en el presente caso la parte demandante planteó que el señor Elder Acuña Sánchez obtuvo votos para la alcaldía del Municipio de San José de Pare como resultado de maniobras fraudulentas donde se ofrecieron ayudas (dádivas) a los electores para cambiar su intención de voto, la Sala debe precisar que, tal como lo estableció el Consejo de Estado a partir de la sentencia del 16 de mayo de 2019
, el estudio de los actos de corrupción que afectan la libertad del voto de los electores debe abordarse desde una perspectiva subjetiva y de violación de normas superiores, en tanto constituye una causal de nulidad electoral independiente y diferente a la de violencia consagrada en el numeral 1 del artículo 275 de la Ley 1437 de 2011.
83. En el presente caso, la parte demandante, con el objeto de acreditar la existencia de actos fraudulentos o de corrupción donde se ofrecieron ayudas (dádivas) a los electores para cambiar su intención de voto a favor del señor Elder Acuña Sánchez, allegó como elementos de prueba las versiones de diez personas residentes en el Municipio de San José de Pare, las cuales fueron recaudadas por un investigador privado y que se encuentran trascritas dentro del documento denominado “informe de investigación” allegado como prueba con la demanda.  

84. Al respecto, la Sala considera que dicho “informe de investigación” allegado por la parte demandante, corresponde a un documento privado de contenido declarativo emanado de terceros, de tal forma que le resulta aplicable el artículo 262 del CGP que textualmente señala: 

“Los documentos privados de contenido declarativo emanados de terceros se apreciarán por el juez sin necesidad de ratificar su contenido, salvo que la parte contraria solicite su ratificación”. 
85. Dicho documento privado de contenido declarativo se presume auténtico, tal como lo establece el artículo 244 del CGP y, en lo que tiene que ver con la valoración y alcance probatorio de las versiones de terceros allí contenidas, la misma se efectuará con fundamento en las reglas de la sana crítica (art. 257 CGP) y confrontada con los demás elementos de prueba obrantes en el proceso. 
86. En el presente asunto la Sala encuentra que las versiones rendidas por los señores Ana Lucía Suárez Cárdenas, José Adelmo Mendoza Mejía, Juan Manuel Fajardo Mejía, Carlos Arturo Guzmán, María Janeth Pachón Saavedra, José Samuel Quiroz Díaz, Lorena Vela Forero, Juan Carlos Rodríguez, Ginna Lizeth Quiroz Díaz y Yeimmi Marcela Rubiano Mejía, (únicas pruebas allegadas para acreditar la causal de anulación electora) no demuestran que (i) el demandado Elder Acuña Sánchez hubiera adelantado maniobras fraudulentas o corruptas (entrega de dádivas) y (ii) como resultado de lo anterior hubiera afectado la pureza y libertad del voto de los electores, dirigidos a obtener un beneficio en los comisión electorales celebrados el 27 de octubre de 2019 para la alcaldía del Municipio de San José de Pare, tal como a continuación se expone. 
87. En primer lugar, es de caso insistir en que, según la posición jurisprudencial del Consejo de Estado a partir de la sentencia 16 de mayo de 2019, en cuanto a los actos fraudulentos o de corrupción como causal de anulación del acto de elección, lo primero que debe acreditarse por quien alega la existencia de tales maniobras, es que efectivamente se haya ejercido el derecho al voto. 
88. En este caso, si bien de la lectura de las versiones rendidas por las diez personas ante el investigador privado contratado por la parte demandante, se encuentra que refirieron haber ejercido su derecho al voto el 27 de octubre de 2019, lo cierto es que tal manifestación no se encuentra respaldada en ningún elemento de prueba idónea que permita establecerlo, como lo es el “certificado electoral” que expiden los jurados de votación de la Registraduría Nacional del Estado Civil
, documento que, sin lugar a dudas hubiera permitido corroborar que efectivamente cumplieron con el deber de votar en las referidas elecciones.

89. Sin embargo, siendo carga probatoria de la parte demandante, no se allegó como elemento de prueba los certificados de votación electoral de las personas cuyas versiones soportan la causal de anulación electoral, prueba necesaria para acreditar que participaron en el proceso electoral. 
90. Cabe advertir que para la configuración de la causal de anulación prevista en el numeral 1º del artículo 275 de la Ley 1437 de 2011, el Consejo de Estado ha sido enfático en sostener que cuando se alegan actos fraudulentos o corruptos, la actividad probatoria de quien la alega debe ser mucho más exigente, de tal relevancia, importancia y suficiencia que demuestre de forma efectiva que el candidato afectó la pureza y libertad del voto de los electores, de manera que, que resultaba imprescindible allegar los elementos de prueba suficientes a efectos de concluir que en realidad se afectó la libertad del elector al momento de votar, lo cual no ocurre en el presente caso. En el proceso no obra ninguna prueba que demuestre que efectivamente el demandado haya sido el promotor o que, de manera directa, hubiera adelantado maniobras fraudulentas sobre los electores. Tampoco se acreditó que el accionado hubiera tenido conocimiento de los ofrecimientos hechos por el alcalde que le antecedió o de otro funcionario de la alcaldía, como lo afirmaron, sin ningún sustento, quienes dieron su versión ante el investigador contratado por la parte actora.
91. No obstante lo anterior, y pese a que no se acreditó que las personas que rindieron su declaración ante el investigador privado, contratado por la parte demandante, efectivamente ejercieron su derecho al voto el 29 de octubre de 2019 en el Municipio de San José de Pare, si en gracia de discusión se acepta que lo hicieron, lo cierto es que analizadas sus manifestaciones tampoco es dable concluir la existencia de maniobras fraudulentas (ofrecimiento de ayudas) por parte del aquí demandado que, en realidad, hayan afectado la intención y libertad del voto de dichos electores. 
92. En efecto, el señor José Adelmo Mendoza Mejía sostuvo que el entonces Alcalde del Municipio de San José de Pare señor Pedro Adolfo Barreto le sugirió que si votaba por el candidato Elder Acuña le ayudaría a mejorar su vivienda. Adujo que a otras personas les arreglaron sus casas bajo la condición de que votaran por el candidato Elder Acuña. Afirmó que NO votó por el candadito Elder Acuña, por cuanto, según sus palabras “votó a conciencia”, de tal manera que el presunto ofrecimiento del alcalde de la época no tuvo el efecto de incidir en el sentido de su voto, es decir, no fue afectada su libertad al momento de votar. Adicionalmente, frente a las afirmaciones hechas respecto a ayudas entregadas a otras personas, las mismas son abstractas en tanto no se establecen las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que presuntamente fueron realizadas. 
93. El señor Juan Manuel Fajardo Mejía aseguró que el candidato Elder Acuña lo visitó en el mes de agosto de 2019 en su taller y le ofreció materiales para arreglar el piso de su negocio, a cambio de su voto. No obstante, fue enfático en señalar que finalmente no aceptó ese ofrecimiento y que “tomó la decisión de irse por otro candidato, por el que realmente tenía que hacerlo”; razón por la cual no se advierte que su libertad al momento de ejercer el voto haya sido coartada por el presunto ofrecimiento realizado. 
94. A su turno, el señor Carlos Arturo Guzmán manifestó que un funcionario de la Alcaldía de San José de Pare le ofreció un trabajo en labores de construcción a cambio de que votara por el candidato Elder Acuña; pese a lo cual, indicó que nunca aceptó ese trabajo, por cuanto para esa época, “le salió un trabajo mejor”. Ha de destacarse que en dicha afirmación el señor Carlos Guzmán no afirmó haber votado por el candidato Elder Acuña, de tal forma que no puede concluirse la existencia de la violencia por corrupción al sufragante, máxime cuando expresamente sostuvo que no aceptó el puesto de trabajo que presuntamente le habían ofrecido. 
95. La señora María Janeth Pachón Saavedra manifestó que “no fue inducida a inclinar su voto por algún candidato a la alcaldía”, pero que en alguna ocasión le ofrecieron arreglar su vivienda si ayudaba al candidato Elder Acuña. Sostuvo que a su hermana le arreglaron la casa, pero no hizo referencia a las condiciones específicas de tiempo modo y lugar en que presuntamente se presentó dicha ayuda, aunado a que no refiere si como consecuencia de la misma se varió su intención de voto a favor del señor Elder Acuña; por el contrario, al inicio de su versión fue enfática en señalar que no fue presionada o inducida a inclinar su voto por alguno de los candidatos a la alcaldía del Municipio de San José de Pare.
96. El señor José Samuel Quiroz Díaz adujo que solicitó al Municipio de San José de Pare la prestación de servicios agropecuarios tales como, servicios de tractor y servicios veterinarios, de los cuales aseguró que recibió el de tractor, más no el servicio veterinario, por cuanto según afirmó “no apoyaba al candidato Elder Acuña”. En dicha declaración hizo mención de manera abstracta a que por parte de la alcaldía municipal se ofrecieron ayudas a la población a cambio que ejercieran el voto por el candidato Elder Acuña. No obstante, fue enfático en señalar que “su intención de voto NO cambió, por cuanto su candidato a la alcaldía no era el señor Elder Acuña”, afirmación que permite establecer que su libertad al momento de ejercer el voto no fue constreñida o limitada. 
97. A su turno, la señora Lorena Vela Forero sostuvo que, si bien el candidato Elder Acuña le ofreció un puesto de trabajo a cambio de que lo apoyara con su voto, lo cierto es que expresamente manifestó que no aceptó tal ofrecimiento por cuanto “nosotros tenemos toda la libertad de decidir qué candidato podemos elegir”; es decir que la señora Vela Forero ejerció de manera libre su derecho al voto. 
98. La señora Ana Lucía Suárez Cárdenas adujo que fue inducida por el entonces alcalde municipal para votar por el candidato Elder Acuña, por cuanto él les había dado una pieza y una cocina a sus padres; sin embargo, no hizo mención a la fecha y bajo qué condiciones había sido dada esa ayuda. Es decir, no existe certeza i) que las supuestas ayudas hubieran sido entregadas a los padres de la declarante y ii) en caso de existir, que éstas se hubieran dado como condición para que la señora Suárez Cárdenas modificara su intención de voto a favor del señor Elder Acuña, máxime si se tiene en cuenta que, en ningún momento manifestó haber votado por dicho candidato. 
99. El señor Juan Carlos Rodríguez manifestó que el entonces Alcalde municipal le ofreció $300.000 en material de construcción para ser retirados en una ferretería del municipio a cambio de votar por el señor Elder Acuña; sin embargo, tal afirmación no se encuentra respaldada en ningún elemento de prueba dentro del proceso y en ningún momento sostuvo que producto del presunto ofrecimiento hubiera cambiado su intención de voto para favorecer al candidato Elder Acuña. 
100. Igual consideración puede predicarse respecto de lo afirmado por la señora Ginna Lizeth Quiroz Díaz, quien, si bien refirió que recibió ayudas de vivienda por parte de la alcaldía municipal a cambio de su voto por el candidato Elder Acuña, lo cierto es que tal manifestación no se encuentra soportada en ningún otro elemento de prueba.  
101. Finalmente se encuentra la declaración de la señora Yeimmi Marcela Rubiano Mejía quien manifestó que, si bien el alcalde del municipio de la época le había ofrecido trabajo y unos arreglos de vivienda a cambio de que votara por Elder Acuña, lo cierto es que expresamente refirió que no cambió su intención de voto por cuanto “Nunca lo apoyaría porque es el personaje que es el alcalde actual y hasta dónde es capaz de llegar y todas las cosas que han hecho para que el municipio no progrese, nos ha hecho daño a muchas personas del municipio”. En tales condiciones, de tal declaración no se evidencia que la intención de voto y por lo mismo la libertad al momento de ejercerlo por parte de la señora Rubiano Mejía haya sido alterada por la existencia de actos fraudulentos (ofrecimiento de dádivas) de parte del candidato Elder Acuña, máxime si se tiene en cuenta que afirmó que no apoyó al referido candidato. 
102. Con base en lo hasta aquí expuesto, la Sala arriba a las siguientes conclusiones respecto a las diez versiones recibidas por el investigador privado contratado por el demandante, analizadas previamente, que impiden tenerlas como prueba suficiente para acreditar plenamente que el demandado Elder Acuña Sánchez a través de maniobras fraudulentas o corruptas (entrega de dádivas), afectó la pureza y libertad del voto de los electores, dirigido a obtener un beneficio en los comisión electorales celebrados el 27 de octubre de 2019 para la alcaldía del Municipio de San José de Pare: 
102.1.- Si bien los declarantes afirman haber ejercido su derecho al voto el 27 de octubre de 2019, tal manifestación no se sustenta en ningún medio de prueba, como sería el “certificado electoral”, con lo cual, no existe certeza respecto a si estas personas efectivamente participaron en la elección para alcalde municipal de San José de Pare. En esas circunstancias, si los declarantes afirman que su libertad para votar fue afectada por presuntas maniobras fraudulentas del demandado, resultaba imprescindible tener la certeza que en efecto habían votado, lo cual no se probó en el presente caso. 
102.2.- Si se aceptara en gracia de discusión que quienes rindieron su versión ante el investigador privado efectivamente ejercieron el derecho al voto el 27 de octubre de 2019, lo cierto es que ninguno de ellos manifestó expresamente que su intención de voto había cambiado, inclinándose y votando efectivamente por el candidato demandado, como consecuencia de los presuntos ofrecimientos recibidos. 
102.3.- Por el contrario, los señores José Adelmo Mendoza Mejía, Juan Manuel Fajardo Mejía, María Janeth Pachón Saavedra, José Samuel Quiroz Díaz, Lorena Vela Forero y Yeimmi Marcela Rubiano Mejía expresamente manifestaron que recibieron ofrecimientos de ayuda para votar por Elder Acuña, pero, en últimas, no votaron por dicho candidato y su decisión al momento de ejercer el voto no varió y lo hicieron de manera libre. 
102.4.- A lo anterior se agrega que, si bien en algunas de esas manifestaciones se sostuvo que la alcaldía municipal ofreció a los habitantes del municipio mejorar sus viviendas a cambio de que votaran por el señor Elder Acuña, lo cierto es que tales afirmaciones no tienen respaldo en ningún elemento de prueba. 
103. En suma, con fundamento en los elementos de prueba allegados por la parte demandante, en el presente caso no se logró acreditar que el candidato Elder Acuña Sánchez directa o indirectamente afectó la intención y la libertad del voto de los electores que participaron en la elección para alcalde municipal en el Municipio de San José de Pare celebradas el 27 de octubre de 2019, como consecuencia de actos fraudulentos o de corrupción por parte del demandando, dirigidos a obtener un beneficio en las urnas.
104. En tal sentido, como en el presente asunto no se acreditaron los requisitos fijados por la Sección Quinta del Consejo de Estado para que tenga lugar la declaratoria de nulidad de una elección cuando se alegan actos fraudulentos o corruptos, siendo que se exige de la parte demandante una actividad probatoria importante y suficiente que demuestre fehacientemente que el candidato afectó la pureza y libertad del voto de los electores, la causal de anulación alegada en el presente proceso acumulado no tiene vocación de prosperidad, razón por la cual se negaran las pretensiones de la demanda. 
Proceso acumulado 15001-23-33-000-2020-00017-00

105. La parte demandante pretende que se declare la nulidad de la elección del señor Elder Acuña Sánchez como alcalde del Municipio de San José de Pare-Boyacá para el periodo 2020-2023, con fundamento en la causal de anulación electoral prevista en el numeral 3° de la Ley 1437 de 2011, por cuanto, según su versión, los jurados y la comisión escrutadora municipal variaron la intención del voto de los electores en el Municipio de San José de Pare, al contabilizar como nulos votos en los que se evidenciaba la intención de votar por el candidato Juan José Suárez Otálora, cuando lo cierto es que dichos tarjetones cumplían con las exigencias legales para haberse tenido como válidos, de tal forma que el formato electoral E-26 consolida un indebido conteo de los votos efectivamente materializados por el electorado. 

106. A su turno, el demandado Elder Acuña Sánchez sostuvo que no había lugar a acceder a las pretensiones de la demanda, por cuanto las elecciones del 27 de octubre de 2019 en el Municipio de San José de Pare se adelantaron conforme con los preceptos constitucionales y legales previstos en el Código Electoral. Además, alegó que no existías pruebas que evidenciaran fraude o alteración del resultado electoral por parte de los jurados de votación o miembros de la comisión escrutadora del municipio y mucho menos se probó por el demandante que esos votos tenían la intención de favorecer al candidato Juan José Suárez Otálora. De igual forma, puso de presente que ninguno de los testigos electorales recomendados por la campaña electoral de Juan José Suárez Otálora y designados por la Registraduría Municipal de San José de Pare hicieron reclamaciones en su momento sobre anomalías presentadas en la elección del alcalde, lo cual da fe de la transparencia electoral.

107. Precisadas las posiciones de las partes, la Sala encuentra que al proceso fueron allegados los siguientes elementos de prueba: 

107.1.- Copia del acta parcial del escrutinio municipal Alcalde E-26-ALC del 29 de octubre de 2019, a través del cual se declaró la elección del señor Elder Acuña Sánchez como alcalde del Municipio de San José de Pare para el periodo comprendido entre el 1 de enero de 2020 y el 31 de diciembre de 2023
. Allí se indicó el siguiente resultado:
	Cód.
	Candidato 
	Votos

	001
	Alexander Sáenz López
	68

	002
	Juan José Suárez Otálora
	1911

	003
	Elder Acuña Sánchez
	1915

	004
	German Andrés Martínez Mateus 

	10


	Total por candidatos
	3904

	Votos en blanco
	19

	Votos válidos
	3929

	Votos nulos
	25

	Votos no marcados
	35

	Total general 
	3983


107.2.- Copia del escrutinio municipal adelantado en el Municipio de San José de Pare el día 27 de octubre de 2019
. 
107.3.- Copia de la reclamación presentada por el señor Juan José Suárez Otálora ante la Comisión Escrutadora General con fecha 6 de noviembre de 2019, documento en el cual aparece la fotocopia de tres (3) tarjetones que según se afirma en la demanda, fueron declarados nulos y no fueron contabilizados a favor del señor Suárez Otálora
. 
108. Como punto de partida la Sala ha de precisar que tal como se indicó en precedencia, frente a la nulidad electoral porque los documentos electorales contengan datos contrarios a la verdad, derivada de la declaratoria de la existencia de votos nulos, como se plantea en la demanda, el Consejo de Estado ha señalado que para su prosperidad la parte demandante debe i) acreditar la cantidad de votos que fue declarada nula en el proceso de escrutinio, ii) que esos votos no fueron computados a favor de determinado candidato y iii) que cuantitativamente los votos nulos son significativos para modificar el resultado electoral.  

109. Para efectos de acreditar la causal, la parte demandante allegó como prueba, junto con la demanda, copia de la reclamación presentada ante la Comisión Escrutadora General de 6 de noviembre de 2019, documento en el que aparece la fotocopia de tres (3) tarjetones, que, según se afirma en el libelo, fueron declarados nulos y no fueron sumados al candidato Juan José Suárez Otálora; sin embargo, de tal elemento de prueba no puede deducirse que efectivamente el Acta Parcial de escrutinios municipal E-26 ALC contenga datos contrarios a la verdad. 

110. En efecto, verificada la referida prueba documental la Sala advierte que allí aparece la fotografía de tres (3) tarjetones que aparentemente se encuentran marcados en la casilla correspondiente al candidato Juan José Suárez Otálora; no obstante no fue allegado ningún elemento de prueba que permita establecer que, en efecto, tales tarjetones fueron declarados nulos y que, por tanto no fueron sumados a la votación obtenida por el referido candidato. No debe perderse de vista que, de acuerdo con el Acta E-26 ALC, en la elección para Alcalde del Municipio de San José de Pare fueron declarados nulos 25 votos, sin que fuera allegada ninguna prueba a lo largo del proceso que permita determinar si los tres (3) votos a que se ha hecho referencia forman parte de dicho guarismo. 

111. Aunado a lo anterior y lo que resulta más importante para denegar las suplicas de la demanda, tiene que ver con que uno de los presupuestos fundamentales para que se configure la causal prevista en el numeral 3º del artículo 275 de la Ley 1437 de 2011, está referido a que cuantitativamente los votos nulos sean significativos para modificar el resultado electoral, aspecto que no se cumple en el presente asunto. 
112. En efecto, verificada el Acta Parcial de escrutinios municipal E-26 ALC del 29 de octubre de 2019, para la elección del Alcalde del Municipio de San José de Pare, se evidencia que fue declarado como Alcalde el señor Elder Acuña Sánchez, quien obtuvo un total de votos de 1915, mientras que el candidato ubicado en segundo lugar Juan José Suárez Otálora (aquí demandante), obtuvo un total de 1911 votos. 

113. No obstante, tal como se ha indicado en precedencia, la parte demandante dentro del escrito de demanda, únicamente allegó fotocopia de tres (3) tarjetones que presuntamente fueron declarados nulos en detrimento del candidato Juan José Suárez Otálora, de tal manera que aceptando, en gracia de discusión, que efectivamente tales votos fueron declarados nulos, lo cierto es que cuantitativamente estos no alcanzan a modificar el resultado electoral; en efecto, sumando los tres (3) votos al candidato Juan José Suárez Otálora, alcanzaría 1914 votos, en tanto el candidato declarado alcalde obtuvo una votación de 1915.

114. Resulta pertinente reiterar en este punto que, en aplicación del principio de la eficacia del voto, la jurisprudencia de la Sección Quinta del Consejo de Estado ha señalado que el hecho de que exista y se prueben irregularidades en el proceso electoral, no conlleva per se a la nulidad del acto de elección, toda vez que para que ello ocurra, además resulta necesario constatar el impacto de los votos irregularmente contabilizados en el resultado definitivo que dio al elegido el triunfo. En esa medida, mientras el resultado final no sea mutado o modificado a tal punto que se tenga certeza que había otro participante con mejor derecho, la declaratoria de la elección se mantendrá incólume.
115. Tal como ocurre en el presente caso, en donde pese a que la carga de la prueba recae en la parte demandante, ésta únicamente allegó como prueba la fotocopia de tres (3) tarjetones que presuntamente fueron declarados nulos en detrimento del candidato Juan José Suárez Otálora, sin que ello se demostrara.

116.- Sin embargo, si en gracia de discusión se aceptara que efectivamente fueron declarados nulos y que hacen parte de los 25 votos nulos reflejados en el Acta E-26 ALC, en todo caso, de sumarse tales votos al candidato ubicado en segundo lugar (Juan José Suárez Otálora), el resultado electoral no cambiaría, pues pasaría de 1911 a 1914 y el demandado, hoy alcalde, Elder Acuña Sánchez obtuvo 1915, razón por la cual el acto de elección demandado debe conservar su validez, en tanto la voluntad mayoritaria expresada en las urnas se impone a esa eventual irregularidad. 
117. En conclusión, como quiera que en el presente asunto no se cumple con los requisitos fijados por el Consejo de Estado para la prosperidad de la causal de anulación contenida en el numeral 3° del artículo 275 del CPACA, particularmente el referido a que cuantitativamente los votos declarados nulos hubieran sido significativos para modificar el resultado electoral, se impone concluir que las pretensiones de la demanda no están llamadas a prosperar. 
COSTAS 

118. Conforme a lo previsto en el artículo 188 del CPACA no habrá condena en costas por cuanto en el presente caso de ventila un asunto de interés público. 

IMPEDIMENTO
119.- El magistrado Félix Alberto Rodríguez Viveros se declaró impedido para conocer del proceso y participar en la presente decisión, fundado en la causal 9ª del artículo 141 del CGP, toda vez que ha mantenido una entrañable amistad con el profesional del derecho Enrique Monroy, quien funge como apoderado del demandado. 
120.- Al respecto, la Sala declarará fundado el impedimento, con fundamento en los argumentos expuestos en el escrito que lo contiene y en los parámetros señalados por el Consejo de Estado, para que se configure la causal. Además, cabe anotar que dicho impedimento ha sido puesto de presente desde tiempo atrás por el magistrado y, en su momento, fue aceptado por una sala de decisión distinta a la que resuelve el sub lite. 
III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala Virtual de Decisión No. 4 del Tribunal Administrativo de Boyacá, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  
FALLA
PRIMERO: Negar las pretensiones de la demanda dentro del proceso 15001-23-33-000-2020-00006-00, que en ejercicio del medio de control de nulidad electoral, presentó el señor Juan José Suárez Otálora en contra de la elección del señor Elder Acuña Sánchez, como Alcalde del Municipio de San José de Pare-Boyacá, para el periodo 2020-2023.
SEGUNDO: Negar las pretensiones de la demanda dentro del proceso 15001-23-33-000-2020-00017-00, que en ejercicio del medio de control de nulidad electoral, presentó el señor Juan José Suárez Otálora en contra de la elección del señor Elder Acuña Sánchez, como Alcalde del Municipio de San José de Pare-Boyacá, para el periodo 2020-2023.
TERCERO: Sin condena en costas.


CUARTO: Declarar fundado el impedimento manifestado por el magistrado Félix Alberto Rodríguez Viveros.
QUINTO.- En firme esta sentencia, archivar el expediente dejando las anotaciones en el Sistema de Información Judicial. 
La anterior providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en sesión virtual de la fecha. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Con firma electrónica
MARTHA ISABEL PIÑEROS RIVERA
Magistrada     

FÉLIX ALBERTO RODRÍGUEZ RIVEROS 

Magistrado
IMPEDIDO                
Con firma electrónica
NÉSTOR ARTURO MÉNDEZ PÉREZ 




Magistrado

� Fls 1-19.


�� Fls 3-6.


�� Fls 3-7.


� Fls 324-333.


� Fls 247-253.


� Fls 255-258.


� Fls 201-207.


� Fls 209-213.


�  Artículo 151. Competencia de los tribunales administrativos en única instancia. 


Los Tribunales Administrativos conocerán de los siguientes procesos privativamente y en única instancia: (…) 


9. De la nulidad del acto de elección de alcaldes y de miembros de corporaciones públicas de municipios con menos de setenta mil (70.000) habitantes que no sean capital de departamento. El número de habitantes se acreditará con la información oficial del Departamento Administrativo Nacional de Estadísticas –DANE–.”


� Consejo de Estado, Sección Quinta, sentencia del 29 de septiembre de 2016, CP: Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez, Rad. No. 05001-23-33-000-2015-02546-01 acumulado.


� Consejo de Estado Sección Quinta. Consejero ponente: Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez. Bogotá D.C., veintiuno (21) de enero de dos mil dieciséis (2016). Radicación número: 11001-03-28-000-2014-00030-00.


� C. P. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez, exp. 11001-03-28-000-2014-00030-00, demandado: CIRO ALBERTO VARGAS SILVA como representante a la Cámara por el departamento de Guainía.


� Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Quinta Consejero ponente: Carlos Enrique Moreno Rubio. Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de septiembre de dos mil veinte (2020). Radicación número: 11001-03-28-000-2019-00074-00 (2019-00075).


� Consejo de estado. Sección Quinta. Rad. 2012-00050-00 sentencia de 29 agosto de 2012. M.P. Mauricio Torres Cuervo.


� Consejo de Estado, Sección Quinta M.P. MARÍA NOHEMÍ HERNÁNDEZ PINZÓN. Sentencia del 3 de febrero de 2006. Rad: 23001-23-31-000-2003-01452-01, Numero interno: 3892. 


� Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Quinta. Consejero ponente: Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez. Bogotá D. C., veinticuatro de noviembre de dos mil dieciséis. RADICACIÓN: 11001-03-28-000-2016-00010-00.


� Fls 21.


� Fls 29-35 C. Ppal. 


� Fls 39-40.


� Fls 44-47.


� Fls 51-54.


� Fls 58-60.


� Fls 64-67.


� Fls 71-77.


� Fls 81-84.


� Fls 88-92.


� Fls 96-98.


� Fls 100-103.


� Fls 205-217.


� Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Quinta. Consejero ponente: Carlos Enrique Moreno Rubio. Sentencia de 16 mayo de 2019. Radicación número: 11001-03-28-000-2018-00084-00.


� De acuerdo con el Decreto 2559 de 1997, el Certificado Electoral es un instrumento público que contiene la declaración del Presidente de la mesa de votación, del Registrador Distrital o Municipal del Estado Civil del lugar donde se haya inscrito la cédula de ciudadanía, y expresa que el ciudadano cumplió con el deber de votar en las elecciones correspondientes.


� Fls 21-22.


� Fls 24-61.


� 162-165.
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